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Pronunciamiento del Núcleo de Trabajo en 

violencias hacia los niños, niñas y adolescentes 
 

 

Volver a clases sin maestros y maestras 
 

 Más de 35.000 niños, niñas y adolescentes afectados. 

 El derecho a una educación de calidad vuelve a tener un golpe bajo. 

 Autoridades y Legisladores deben dar una respuesta inmediata. 
 
 

6 de febrero 2021. A tan solo 2 días para el inicio de clases, las cuales han sido muy anunciadas 
por el Ministerio de Educación Pública (MEP) con amplias campañas informativas para garantizar 
un retorno seguro, surge la gran preocupación del impedimento legal que existe para la 
contratación de plazas de docentes que dejaron aquellos que se pensionaron. 
 
Noticia que no solo nos deja perplejos por el impacto tremendo que tiene en el derecho al 
acceso y al disfrute de a una educación de calidad para los niños, niños y adolescentes, siendo 
que ellos y ellas son quienes han sufrido más el impacto de las medidas que se tomaron en el 
contexto de la emergencia y en respuesta a la pandemia y ante la desigualdad tan grande que 
existe en el país.  
 
Según se informó “de una población escolar de alrededor de 1 millón, se estima que solo cerca 
del 43% ha tenido acceso a la plataforma educativa señalada por el MEP, mientras el otro 57% 
ha tenido que seguir su proceso por WhatsApp, recursos digitales offline y medios impresos. 
Asimismo, entre el 30% y 40% de estudiantes no ha tenido acceso a equipo electrónico y 
conectividad a Internet, situación mucho más común en las poblaciones más vulnerables y 
rurales”1.  Además de ello, en su momento el MEP informó “que se ha perdido el rastro de cerca 
de 91.000 niñas y niños desde que inició la pandemia, lo cual implica un serio riesgo de exclusión 
del sistema educativo durante el año 2020”2. 
 
De acuerdo con el MEP, “la evaluación realizada por esta entidad a finales del curso 2020, le 
permitió reconocer que un número considerable de personas estudiantes concluyeron el año 
lectivo con bajos niveles de logro en la adquisición de conocimientos; esta realidad ha sido 
conocida en la información emanada de las regiones educativas al reportar las personas 
estudiantes que deberán presentar estrategias de promoción en febrero del presente año”.  
 
La solidaridad y respuestas diversas y alternas desde organizaciones sociales, academia y otros, 
lograron apoyar a muchos niños, niñas y adolescentes, pero no fue posible apoyar a todos y 
todas. Este hecho tan dramático ha significado un rezago de tres años, según lo señaló el Estado 
de la Educación. Si a ello le sumamos que podrían más de 35.000 estudiantes, verse afectados 

                                                        
1 https://delfino.cr/2020/10/educacion-en-tiempos-de-covid-19 
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por no haber docentes disponibles, la repercusión que tendría en el desarrollo de las personas 
menores de edad y en el derecho a una educación de calidad, es catastrófica. 
 
¿Porqué no se previó esto antes?; ¿Porqué los diputados aprobaron una decisión con 
consecuencias tan nefastas?; ¿Porqué el ejecutivo lo permitió y no actuó a tiempo posibilitando 
recursos y negociaciones para que se contrataran y se prepararan a docentes para asumir sus 
funciones? Sobre todo, que volver a clases es una necesidad, tiene mas beneficios que quedarse 
en sus casas, como nos lo han venido señalando expertos, estudios y experiencias diversas en 
otros países que el retorno a clases es una realidad y está en pleno y satisfactorio 
funcionamiento. La respuesta puede ser difícil de comprender y quizás es imperdonable, por lo 
que esta situación debe tener solución ya. 
 
Un derecho necesario para el acceso y goce de otros derechos humanos. 
 
El derecho a la educación de calidad no es un capricho, es una obligación del Estado garantizarlo. 
Las familias, las comunidades y la sociedad en general deben velar y exigir su cumplimiento. El 
derecho a la educación es el pilar fundamental que tiene la población menor de edad de 
prepararse y salir adelante y poder optar por mejores condiciones de vida y de superación.  Para 
muchos además es un lugar también donde encuentran contención y logran tener su única 
alimentación diaria. Pero, la educación no tiene solo ese objetivo, sino que una de sus finalidades 
es formar para la vida y mejores personas, ciudadanas y ciudadanos y, prepararlos para su vida 
presente y adulta. 
 
Consecuencias sin precedentes. 
 
La aplicación del artículo 6 de la Ley 69879 (reforma al inciso 12 del artículo 7 de la Ley 9791), 
establece que “Durante el segundo semestre del año 2020 no podrá ser utilizada ninguna plaza 
vacante y deberá ser eliminada como código y rebajada del presupuesto de la República, a 
excepción del veinte por ciento (20%) de las plazas del Ministerio de Educación Pública (MEP)”. 
 
En Costa Rica hay 4.465 centros educativos públicos, donde se brindan servicios pedagógicos y 
profesionales y se dan abordajes integrales para garantizar el desarrollo, aprendizaje y bienestar 
de los niños, niñas y adolescentes y que para lograrlo se requiere personal debidamente 
capacitado. 
 
Siendo que se requieren reponer más de 1.000 plazas3 y que cada plaza docente atiende a un 
grupo de 35 estudiantes, por consiguiente, se verán directamente afectados más de 35.000 
estudiantes, por una decisión ajena a ellos y ellas, que vulnera no solo su derecho a la educación, 
sino también el mejor interés del niño, niña y adolescente. 
 
Ante ello, desde el Núcleo de Trabajo en Violencias hacia los niños, niñas y adolescentes 
exigimos a todas las autoridades competentes, al Ejecutivo como al Legislativo que 
interpongan de inmediato todas sus facultades, su sensatez y compromiso con el desarrollo de 
las personas menores de edad, a fin de que se contraten los maestros y maestras faltantes para 
que no haya ningún niño, niña y adolescente en Costa Rica sin educación. 
 
 
 

                                                        
3 Dato que puede ser más elevado. 
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En Costa Rica 1 de cada 3 niños, niñas y adolescentes vive en condición de pobreza y privarles y 
violentarles este derecho universal y fundamental, solo contribuirá a acrecentar la brecha de la 
desigualdad. 
 
En el año del Bicentenario deberíamos sentirnos orgullosos de lo que somos como país. Pese a 
los grandes desafíos que hemos venido enfrentando como nación, ante la reforma fiscal, el 
impacto de la pandemia y las consecuencias en la destrucción del empleo y en la calidad de vida 
de miles de familias. Debemos reconstruir una mejor sociedad y no destruir lo que hemos 
logrado y avanzado como país.  
 
La única responsabilidad es de los tomadores de decisión y en este caso depende de ustedes 
señores y señoras del Poder Ejecutivo y Poder Legislativo. Costa Rica no puede darles una vez 
mas la espalda a los niños, niñas y adolescentes, deben responder HOY y preparar a quienes 
lideraran el país el MAÑANA.  
 
Por lo tanto, desde el Núcleo de Trabajo en violencias hacia los niños, niñas y adolescentes 
pedimos enfáticamente, la derogación de la norma 12 que impide nombramientos de docentes 
en plazas de jubilados. 
 
 

 
El Núcleo de Trabajo en Violencias hacia los niños, niñas y adolescentes, es un espacio 
especializado para el análisis, estudio, reflexión y propuestas sobre normativa, políticas, 
programas preventivos y de atención desde una mirada interdisciplinaria. Está conformado por 
organizaciones sociales, academia, entidades públicas, profesionales independientes entre 
ellas:  
 
Defensa de Niñas y Niños – Internacional, DNI Costa Rica, Fundación Ser y Crecer, World Vision Costa Rica, 
Fundación Si Callas Permites, Asociación de Familiares y Afectados por Patologías del Crecimiento 
(AFAPAC)., Red Viva, Asociación de Desarrollo Sostenible LGTBI Costa Rica, Unión de Instituciones Privadas 
de atención a la niñez, Asamblea Legislativa: diputados varios. Actualmente participa activamente el 
Diputado Harllam Hoepelman Páez., Patronato Nacional de la Infancia, Dirección General de Migración y 
Extranjería, Instituto de Estudios Interdisciplinarios de la Niñez y la Adolescencia (INEINA-UNA), Programa 
Interdisciplinario de Estudios y Acción Social de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia (PRIDENA-UCR), 
Dra. Ana Teresa León, investigadora y académica, Carmen María Carlucci, Trabajadora Social,  Ministerio 
de Salud., Rocío Solís, Contraloría de Derechos de la Niñez y la Adolescencia, MEP, Asociación Costarricense 
de Personas con Discapacidad Visual.  
 
 
Para más información contactar a presidencia@dnicostarica.org o a 
comunicaconrespeto@dnicostarica.org 
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